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TEXTO DEL ARTICULO 51

Ninguna disposición de esta Carta menoscabará el derecho inmanente de
legítima defensa, individual o colectiva, en caso de ataque armado contra un Miem-
bro de las Naciones Unidas, hasta tanto que el Consejo de Seguridad haya tomado
las medidas necesarias para mantener la paz y la seguridad internacionales. Las
medidas tomadas por los Miembros en ejercicio del derecho de legítima defensa
serán comunicadas inmediatamente al Consejo de Seguridad, y no afectarán en
manera alguna la autoridad y responsabilidad del Consejo conforme a la presente
Carta para ejercer en cualquier momento la acción que estime necesaria con el fin
de mantener o restablecer la paz y la seguridad internacionales.

NOTA PRELIMINAR

1. Durante el período que se examina se hizo refe-
rencia al Artículo 51 de la Carta en diversas ocasiones
en el curso de las actuaciones del Consejo de Seguridad
y de la Asamblea General. En el Consejo de Seguridad
se plantearon, en tres ocasiones, cuestiones relativas a
la aplicación o interpretación de las disposiciones del
Artículo 51 durante el examen de los siguientes temas :
la denuncia presentada por el Yemen contra los Esta-
dos Unidos, la denuncia de los Estados Unidos en re-
lación con un ataque armado contra sus buques en
aguas internacionales y la cuestión de Palestina, en re-
lación con ciertos ataques aéreos de Israel contra Siria.
La descripción de cada caso figura en la reseña analí-
tica de la práctica.

2. La reseña general contiene información pertinente
acerca de las actuaciones en las que se hizo referencia
al Artículo 51, incluidos los casos en que las referen-
cias podrían considerarse incidentales.

3. Parte del material presentado en este estudio po-
dría considerarse también pertinente en relación con el
Artículo 2, en particular con los estudios relativos al
párrafo 4 de ese Artículo. En este sentido, debe seña-
larse que la cuestión de la interpretación de las dispo-
siciones del Artículo 51 a la luz de lo dispuesto en el

párrafo 4 del Artículo 2 se planteó tanto en la Sexta
Comisión1 como en el Comité Especial de los princi-
pios de derecho internacional referentes a las relacio-
nes de amistad y a la cooperación entre los Estados2,
durante los debates sobre el tema del programa titulado
"Examen de los principios de derecho internacional
referentes a las relaciones de amistad y a la cooperación
entre los Estados de conformidad con la Carta de las
Naciones Unidas", y más especialmente, durante la
discusión del principio de que los Estados, en sus re-
laciones internacionales, se abstendrán de recurrir a la
amenaza o al uso de la fuerza contra la integridad te-
rritorial o la independencia política de cualquier Estado,
o en cualquier otra forma incompatible con los propó-
sitos de las Naciones Unidas. Al final del período que
se examina, no se había llegado a una formulación
convenida de este principio ni a una decisión definitiva
de la Asamblea General acerca del tema del programa
que se examinaba3.

i A G (XVIII), Anexos, tema 71, A/5671, párrs. 49 a 66;
A G (XX), Anexos, temas 90 y 94, A/6165, párrs. 22 a 37;
A G (XXI), Anexos, tema 87, A/6547, párrs. 35 a 44.

2 A G (XX), Anexos, temas 90 y 94, A/5746, párrs. 32 a
104; A G (XXI), Anexos, tema 87, A/6230, párrs. 53 a 153.

3 Véase también el presente Suplemento, Artículo 2 (pá-
rrafo 4).
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274 Capítulo Vu. Acción en caso de amenazas a la paz, quebrantamientos de la paz o actos de agresión

I. RESEÑA GENERAL

4. Durante el período que se examina se hizo referen-
cia al Artículo 51 en el Consejo de Seguridad en rela-
ción con las siguientes cuestiones: la denuncia de la
URSS relativa al incidente del RB-474; la denuncia de
Túnez5; la admisión de nuevos miembros: Kuwait6;
la denuncia de Portugal, Goa7; la carta de Cuba de 8 de
marzo de 1962 relativa a ciertas decisiones adoptadas
en Punta del Este8; la cuestión del conflicto racial en
Sudáfrica9; la denuncia presentada por el Yemen10; la
denuncia de los Estados Unidos (incidente del Golfo
de Tonkin)11; la cuestión de Chipre12; la cuestión de
Palestina13; la cuestión de la intervención armada en
los asuntos internos de la República Dominicana14; la
reclamación del Senegal en relación con violaciones de
su espacio aéreo y su territorio15; la cuestión India-
Pakistan16, y la situación en Rhodesia del Sur17.

5. En algunos casos18 se citó el Artículo 51 para re-
cordar a los miembros del Consejo de Seguridad que
el derecho de legítima defensa, individual o colectiva
se reconocía en ese Artículo y estaba pues plenamente
de acuerdo con la Carta de las Naciones Unidas. En
otros casos19, ciertas medidas que los Estados Miem-
bros afirmaban haber adoptado en ejercicio del derecho
de legítima defensa provocaron referencias al uso de la
fuerza en el ejercicio legítimo de ese derecho con arre-
glo a lo dispuesto en el Artículo 51 de la Carta.

6. En una ocasión20, la atención se centró en la cues-
tión de si el empleo de la fuerza por un Estado Miem-
bro en respuesta a la intrusión armada en su espacio
aéreo y su territorio y con el propósito de expulsar de
su suelo a las fuerzas armadas extranjeras constituía
un acto de legítima defensa en el sentido del Artículo
5121.

4 CS, 159 año: 881a. ses.: Reino Unido, párrs. 57 y 63;
883a. ses.: Polonia, párr. 11.

5CS, 169 año, Supl. de jul., ago. y sep., S/4861, pág. 5;
S/4862, pág. 5; S/4894 y Add.l, pág. 22; S/4922, pág. 44;
S/4924, pág. 51. Vcase tambicn CS, loo año: 961a. ses.: Fran-
cia, párrs. 64, 83, 84 y 204; Túnez, párrs. 59, 184 y 185;
URSS, párr. 141. 963a. ses.: República Árabe Unida, párr. 39.
964a. ses.: Túnez, párr. 27; URSS, párr. 122.

6 CS, 16<> año, 985a. ses.: Reino Unido, párr. 15.
7CS, 169 año, Supl. de oct., nov. y die., S/5030.
8 CS, 179 año, 995a. ses.: Francia, párr. 59.
9 CS, 18<? año, Supl. de jul., ago. y sep., pág. 34, S/5386;

CS, 18o año, Supl. de oct., nov. y die., pág. 2, S/5438 y Add.
1 a 6. Véase también CS, 18? año: 1056a. ses.: Reino Unido,
párr. 35; 1073a. ses.: Túnez, párr. 71.

10 Véanse los párrafos 18 a 20.
11 Véanse los párrafos 21 a 23.
12 CS, 19? año: 1095a. ses.: Reino Unido, párr. 40. 1097a.

ses.: Chipre, párr. 139. 1098a. ses.: Reino' Unido, párrs. 65, 66
y 68; Chipre, párr. 98. 1151a. ses.: Chipre, párr. 17. Véase
también el párrafo 10.

13 Véanse los párrafos 24 a 28.
14 CS, 209 año: 1196a. ses.: Cuba, párr. 167; 1203a. ses.:

Cuba, párr. 80; 1221a. ses.: Jordania, párr. 22.
15 CS, 209 año: 1206a. ses.: Costa de Marfil, párrs. 60 y

61; Portugal, párr. 38.
16CS, 209 año: 1238a. ses.: India, párrs. 57 a 59; Pakistán,

párr. 34; 1239a. ses.: India, párrs. 32, 34, 58 v 92.
"CS, 209 año: 1265a. ses.: Costa de Marfil, párrs. 18

a 44.
18 Véanse las notas 1 y 2 y los párrafos 18 a 20.
19 Véanse las notas 2 y 9 y los párrafos 18 a 20.
20 Véase la nota 5.
21 Durante el debate, se sostuvo que la presencia de fuerzas

armadas extranjeras en el territorio de un Estado contra su
voluntad y los ataques, iniciados en el exterior del territorio de
ese Estado por tropas que intentaban entrar por la fuerza en
ese país constituían actos de agresión, que justificaban el ejer-
cicio por el Estado interesado de su derecho de legítima defensa
en virtud del Artículo 51. Se sostuvo además que, en un acto

7. En tres ocasiones22 la discusión se centró en la
distinción entre el derecho de legítima defensa con arre-
glo a las disposiciones del Artículo 51 y el llamado de-
recho de represalia.

8. En un caso23 se planteó la cuestión constitucional
de la relación de las disposiciones del Artículo 51 con:
a) las medidas aprobadas por el Consejo de Seguridad
en relación con la situación resultante de la política de
un Estado Miembro que se consideraba incompatible
con los principios contenidos en la Carta y contraria a
las obligaciones de ese Estado como Miembro de las
Naciones Unidas; y 6) la obligación de los Estados
Miembros de respetar y cumplir las decisiones del Con-
sejo de Seguridad24. Sin embargo, la cuestión no fue
discutida por el Consejo.

9. En dos ocasiones se hizo referencia al Artículo 51
en relación con medidas tomadas, individual o colec-
tivamente, por Estados Miembros de las Naciones Uni-
das en virtud de acuerdos regionales de legítima defensa
colectiva25.

10. En otro caso26 se suscitó la cuestión de si el de-
recho de intervención reservado a las Potencias garantes
en virtud de un tratado internacional de garantía con
el único objetivo de restablecer la situación creada por
ese tratado en caso de violación de sus disposiciones
era aceptable con arreglo a la Carta de las Naciones
Unidas. Por una parte, se sostuvo que la obligación de
los Estados Miembros en virtud del párrafo 4 del Ar-
tículo 2 de la Carta referente a la prohibición de re-
currir a la amenaza o al uso de la fuerza en las
relaciones internacionales era absoluta y no podía ser

de esa índole, la expulsión de las fuerzas armadas extranjeras
sería un acto de legítima defensa en el sentido del Artículo 51
de la Carta. Véanse las intervenciones pertinentes en CS, 16'
año: 961a. ses.: Túnez, párrs. 55, 56, 59 y 183 a 185. 964a.
ses: Túnez, párrs. 7 a 9 y 90 a 101; URSS, párr. 122.

2~ Véanse los párrafos 16 a 28.
23 Véase la nota 9.
24 En relación con la resolución 181 (1963) del Consejo de

Seguridad, el Gobierno de la República de Sudáfrica, en su
respuesta a la carta del Secretario General de 19 de agosto de
1963 (S/5438) en la que se pedía información sobre las medi-
das adoptadas por el Gobierno de la República de Sudáfrica
para aplicar las disposiciones de esa resolución, afirmó, en
particular, que la resolución mencionada, que pedía, entre otras
cosas, que se aplicara un embargo total de armamentos contra
Sudáfrica, era esencialmente contraria "al espíritu del Artículo
51 de la Carta" y por lo tanto no tenía "efecto obligatorio
alguno respecto de la República de Sudáfrica ni respecto de
ningún otro Estado Miembro" (C S, 189 año, Supl. de oct.,
nov. y die., S/5438 y Add.l a 6, II, págs. 3 y 4). Comentando
la posición sudafricana, un representante observó:

"Semejante pretensión está en contra del texto mismo de
la resolución. En efecto, en el último párrafo del preámbulo
se expone la convicción del Consejo de que la situación de
Sudáfrica perturba gravemente la paz y la seguridad interna-
cionales. A nuestro juicio, nos parece difícil negar, por más
que la Carta no lo mencione, que la perturbación de la paz
es un paso aún más avanzado que el de amenaza a la paz
y que se halla, lógicamente, entre esa amenaza y el quebran-
tamiento de la paz. Por lo tanto, las medidas decididas por
el Consejo de Seguridad en la resolución del 7 de agosto son
innegablemente obligatorias para los Estados Miembros, en
virtud del Artículo 25 de la Carta." (CS, 189 año, 1073a.
ses.: Túnez, párr. 71.)
-•' Víanse las notas 8 v 14.
-° Véase la nota 12. Véase también el presente Suplemento?

Artículo 2 (párrafo 4), párrs. 144 a 169.
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derogada por disposición alguna de un tratado interna-
cional. Las únicas excepciones las establecían los Ar-
tículos 42 y 51 de la Carta en relación con las medidas
colectivas adoptadas por el Consejo de Seguridad y con
el derecho de legítima defensa, individual o colectiva,
respectivamente. Ninguno de estos dos Artículos estaría
relacionado con las disposiciones de un tratado inter-
nacional de garantía en virtud de las cuales una viola-
ción permitiera el uso de la fuerza. Por otra parte, se
puso de relieve que, fuera o no procedente el uso de
la fuerza de conformidad con las normas existentes del
derecho internacional y, en particular, con la Carta de
las Naciones Unidas, éste dependería siempre de las
circunstancias en que se recurriera a él y de los propó-
sitos con que se empleara. Era innegable que incluso
la Carta preveía el empleo legítimo de la fuerza en
ciertas circunstancias, por ejemplo, con arreglo al Ar-
tículo 51. El efecto jurídico de las disposiciones de un
tratado internacional de garantía que reservara el dere-
cho de intervención a Potencias garantes dependería,
como en el caso de otras disposiciones jurídicas, de los
hechos y las circunstancias de la situación en que se
invocaran, y las medidas adoptadas en virtud de una
disposición de ese tipo no serían necesariamente con-
trarías a la Carta de las Naciones Unidas.

11. Durante el período que abarca el presente Su-
plemento, el Artículo 51 se mencionó también en las
deliberaciones de la Asamblea General y de sus comi-
siones en relación con los temas siguientes: la denuncia
de Túnez27; la reclamación de Cuba de 18 de octubre
de I96028; la cooperación internacional para la utiliza-
ción del espacio ultraterrestre con fines pacíficos29; la
inadmisibilidad de la intervención en los asuntos inter-
nos de los Estados30; la cuestión de Omán31; y el exa-
men de las operaciones de mantenimiento de la paz de
las Naciones Unidas32.

"AG (S-III), Píen.: 996a. ses.: Túnez, párrs. 71, 72 y 78.
997a. ses.: Ceilán, párr. 77. 999a. ses.: Iraq, párrs. 24 y 25.
1003a. ses.: RSS de Bielorrusia, párr. 11; Yemen, párr. 46.

28 A G (XV), la. Com., 1149a. ses.: Cuba, párr. 5. A G
(XVI), la. Com.: 1233a. ses.: URSS, párrs. 13 a 15; 1237a.
ses.: Indonesia, párr. 23; 1239a. ses.: Hungría, párr. 14.

20 A G (XVII), la. Com., 1296a. ses.: Brasil, párr. 7.
a» A G (XX), la. Com., 1397a. ses.: México, párrs. 20 y 21.
31A G (XV), Com. Pol. Esp.: 255a. ses.: Arabia Saudita,

párr. 11; 256a. ses.: República Árabe Unida, párr. 27; 258a.
ses.: Líbano, párr. 19. A G (XVI), Com. Pol. Esp.: 301a. ses.:
Reino Unido, párr. 24; 305a. ses.: Francia, párr. 3; India,
párr. 8.

«2 A G (XX), Com. Pol. Esp., 465a. ses.: Estados Unidos,
párr. 6; 482a. ses.: China, párr. 14.

12. En dos ocasiones33 se observó que el Estado
Miembro interesado podía, además de ejercer el dere-
cho de legítima defensa conforme al Artículo 51, re-
currir, sin perjuicio de ese derecho, a las Naciones
Unidas, para que éstas aplicaran todos los medios de
reparación de que disponían en virtud de la Carta de
las Naciones Unidas. En un tercer caso34 se señaló que
los Estados Miembros de las Naciones Unidas habían
aceptado abstenerse de recurrir a la fuerza salvo en
caso de legítima defensa y las restricciones así impues-
tas con la condición de que las Naciones Unidas
pudieran actuar con éxito cuando se encontraran ame-
nazadas la paz y la seguridad.

13. En otro caso relacionado con la cuestión de la
cooperación internacional para la utilización del espa-
cio ultraterrestre con fines pacíficos se observó que,
dada la inexistencia de disposiciones de la Carta de las
Naciones Unidas que prohibieran la utilización del es-
pacio ultraterrestre con fines militares o para ensayos
nucleares y dado el derecho de legítima defensa con-
firmado por la Carta, se podía invocar el Artículo 51
para justificar el uso del espacio ultraterrestre con fines
militares35.

14. En una ocasión36 se señaló que la prohibición de
hacer uso de la fuerza constituía una obligación cate-
górica e incondicional y que todo uso unilateral de la
misma por un Estado o grupo de Estados estaba, pues,
claramente condenado, excepto en el caso de la legítima
defensa individual o colectiva. Incluso esa excepción
conforme al Artículo 51, estaba permitida únicamente
en caso de ataque armado; las amenazas, las violacio-
nes de tratados internacionales, etc., no permitían in-
vocar el derecho de legítima defensa.

15. En otra ocasión en la que se había proporcionado
asistencia militar en virtud de lo dispuesto por un
acuerdo de seguridad colectiva a fin de sofocar una
rebelión interna supuestamente instigada desde el ex-
terior, se sostuvo que el principio de seguridad colec-
tiva sancionado por el Artículo 51 de la Carta debía
aplicarse no a las cuestiones de seguridad interna sino
solamente a los actos exteriores de agresión37.

33 A G (XV), la. Com.: 1149a. ses.: Cuba, párr. 5; A O
(S-III), 996a. ses.: Túnez, párr. 78. Véanse también las notas
27 y 28.

s* A G (XX), Com. Pol. Esp., 465a. ses.: Estados Unidos,
párr. 6.

35 Véase la nota 29.
36 Véase la nota 30.
37 A G (XVI), Com. Pol. Esp., 305a. ses.: India, párr. 8.

Véase también la nota 31.

II. RESEÑA ANALÍTICA DE LA PRACTICA

La cuestión del alcance del derecho de legitima
defensa conforme al Artículo 51

16. Durante el período que se examina ni el Consejo
de Seguridad ni la Asamblea General tomaron decisión
alguna expresamente relacionada con las disposiciones
del Artículo 51 relativas al derecho de legítima defensa,
individual o colectiva.

17. No obstante, la cuestión de la relación del Ar-
tículo 51 con los temas que se examinaban fue objeto
en tres ocasiones de ciertos debates de fondo en el Con-
sejo de Seguridad. En cada uno de estos tres casos la

acción de un Estado Miembro, que éste afirmaba haber
adoptado en legítima defensa, suscitó cuestiones refe-
rentes a la aplicación del Artículo 51 y los derechos y
obligaciones de los Estados Miembros en virtud de ese
Artículo. En las tres ocasiones se examinó la distinción
entre el derecho de legítima defensa previsto en el Ar-
tículo 51 y los actos de represalia. En el tercer caso,
la discusión se refirió más concretamente a la cuestión
de si el recurso a una acción militar por un Estado
Miembro que, según éste, constituía una "medida de-
fensiva de urgencia" podía considerarse como ejercicio
del derecho de legítima defensa en el sentido del Ar-
tículo 51 de la Carta.
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1. DENUNCIA PRESENTADA POR EL YEMEN

18. En la li l la, sesión, celebrada el 9 de abril de
1964, el Consejo de Seguridad aprobó38 como resolu-
ción 188 (1964) un proyecto de resolución presentado
por el representante de Marruecos39 en nombre de las
delegaciones de la Costa de Marfil y Marruecos, en el
cual el Consejo de Seguridad, entre otras cosas, con-
denó las represalias por ser incompatibles con los pro-
pósitos y principios de las Naciones Unidas y deploró
la acción militar británica de 28 de marzo de 1964 y
todos los ataques e incidentes ocurridos en la región.

19. Durante el debate constitucional que precedió a
la aprobación del proyecto de resolución, el represen-
tante del Yemen pidió al Consejo de Seguridad, entre
otras cosas, que condenara la acción británica contra
la República Árabe del Yemen y que pidiera al Go-
bierno británico que se abstuviera de nuevos actos de
intervención, provocación o agresión contra ese Estado.
El representante del Reino Unido sostuvo que su Go-
bierno estaba obligado a ejercer el derecho de legítima
defensa en el caso de ataques contra un territorio de
cuya defensa era responsable en virtud de un tratado.
Insistió en que el contraataque británico era una me-
dida defensiva proporcionada y limitada a las necesi-
dades del caso; no podía equipararse a los actos de
represalia, que tenían corno elemento esencial propó-
sitos de venganza o retribución. Señaló que en el de-
recho vigente existía una clara distinción entre dos
formas de defensa, una, que era de carácter retributivo
o punitivo, se llamaba "venganza" o "represalia"; la
otra, que estaba expresamente prevista y autorizada por
la Carta, era la legítima defensa contra un ataque ar-
mado. Era evidente que el empleo de la fuerza armada
para repeler o prevenir un ataque —esto es una acción
legítima de carácter defensivo— podía algunas veces
adoptar la forma de un contraataque.

20. Durante el debate, se puso en duda el carácter
defensivo atribuido a la acción militar británica y se
señaló a la atención del Consejo la disparidad existente
entre los actos que se afirmaba que había cometido el
Gobierno del Yemen y las contramedidas adoptadas
por el Gobierno del Reino Unido. Se sostuvo que el
contraataque británico constituía un acto de represalia
que no podía justificarse alegando el principio de legí-
tima defensa. Algunos de los representantes discutieron
la distinción enunciada por el representante del Reino
Unido entre el concepto de represalias y el concepto de
legítima defensa sobre la base de que, en la legítima
defensa, no se incluía el derecho de contraataque. Se
alegó también el argumento de que la legítima defensa
en virtud de las disposiciones del Artículo 51 no podía
ejercitarse a menos que se produjera un ataque armado
contra un Miembro de las Naciones Unidas. Se afirmó
que en el caso que se examinaba, la acción del Reino
Unido, incluso si hubiera estado justificada, no estaría
comprendida dentro del alcance del Artículo 51 de la
Carta porque la denominada Federación de Arabia
Meridional no era miembro de las Naciones Unidas.
Se pidió al Consejo que condenara el recurso a medi-
das de represalia, así como el incidente que se exami-
naba, como contrario a los propósitos e incompatible
con las obligaciones de los Estados Miembros en vir-
tud de la Carta. En relación con esto, se señaló que

existían distintos tipos de represalias y que las medidas
políticas y económicas de represalia no eran necesaria-
mente incompatibles con los principios de la Carta; lo
expresamente prohibido por la Carta eran los ataques
armados a través de las fronteras nacionales, es decir,
las represalias que implicaban el uso de la fuerza40.

2. DENUNCIA DE LOS ESTADOS UNIDOS
(INCIDENTE DEL GOLFO DE TONKÍN)

21. En la 1140a. sesión, celebrada el 5 de agosto de
1964, durante el examen de la denuncia de los Estados
Unidos contra la República Democrática de Viet Nam
en relación con ataques a buques de los Estados Unidos
en aguas internacionales, el representante de los Esta-
dos Unidos señaló que esos buques no habían cometido
ningún acto bélico de ninguna clase hasta que fueron
objeto de un ataque armado y que las medidas que
adoptaron en defensa propia eran un derecho de todas
las naciones y quedaban plenamente incluidas en las
disposiciones de la Carta de las Naciones Unidas. Puso
de relieve que el contraataque de los Estados Unidos,
que consistió en ciertos ataques armados dirigidos úni-
camente contra las armas e instalaciones contra las
cuales se habían visto obligados a defenderse los Esta-
dos Unidos, no había sido "sino una respuesta limitada
y mesurada, exactamente proporcionada al ataque que
la motivó".

22. Durante el debate se señaló que las medidas to-
madas por los Estados Unidos se ajustaban plenamente
al Artículo 51 de la Carta ya que "las medidas preven-
tivas" destinadas a impedir la repetición de ataques
constituían un "derecho esencial" previsto en todas las
definiciones del principio de legítima defensa. Se des-
tacó, por otra parte, que el incidente que se examinaba
excedía de la definición del Artículo 51 de la Carta.
Se señaló a la atención del Consejo que el supuesto
ataque vietnamita había seguido inmediatamente a un
acto que, según se decía, había sido de legítima defensa
y que una nueva acción militar de Estados Unidos no
podría considerarse como un acto de legítima defensa;
a lo sumo, cabría calificarla de represalia. A ese res-
pecto, se hizo referencia a la resolución 188 (1964)
del Consejo de Seguridad41, que condenaba las repre-
salias "como incompatibles con los propósitos y prin-
cipios de las Naciones Unidas"; se hizo también
referencia a la diferencia entre el derecho de legítima
defensa y el derecho de represalia, y se señaló que el
reconocimiento del derecho de legítima defensa en el
Artículo 51 de la Carta excluía ipso jure el derecho de
represalia42.

23. Posteriormente se aplazó el examen de esta cues-
tión y el tema quedó en el programa como una de las
cuestiones que tenía ante sí el Consejo de Seguridad.

38 CS, 19<? año, l i l l a , ses., párr. 24.
3«CS, 19<? año, l l tOa. ses., párr. 39.

40 Véanse las intervenciones pertinentes en CS, 19" año:
1106a. ses.: Iraq, párrs. 64 y 66 a 69; República Árabe Unida,
párr. I l l ; Reino Unido, párrs. 34, 35, 51 y 57; Yemen, párrs.
12, 23, 26, 27 y 32 a) y f). 1107a. ses.: Iraq, párrs. 13 a 16,
19 a 22 y 41. 1108a. ses.: Costa de Marfil, párrs. 50 y 54;
Marruecos, párrs. 26 y 42. 1109a. ses.: Iraq, párr. 58; Marrue-
cos, párr. 99; Siria, párrs. 75 a 77 y 79; Reino Unido, párrs.
15, 25 a 27, 30 y 31. 1110a. ses.: Checoslovaquia, párrs. 17 a
33; Marruecos, párr. 39. l i l la, ses.: China, párr. 12. Véase
también el presente Suplemento, Artículo 2 (párrafo 4).

4 * Véase el párr. 18.
42 Véanse las intervenciones pertinentes en CS, 19' año:

1140a. ses.: Reino Unido párr. 78; Estados Unidos, párrs. 33 a
42 y 44 a 46. 1141a. ses. Checoslovaquia, párrs. 30 y 31;
URSS, párrs. 82 a 84; Estados Unidos, párrs. 51 y 52.
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3. LA CUESTIÓN DE PALESTINA43

24. En la 1162a. ses., celebrada el 16 de noviembre
de 1964, en relación con ciertos ataques aéreos de Is-
rael contra Siria, el representante de Israel sostuvo que
la acción que se examinaba constituía una medida de-
fensiva que el Gobierno de Israel había tomado para
cumplir su obligación de defender al Estado frente a
todo ataque.

25. En la 1164a. ses., celebrada el 17 de noviembre
de 1964, el representante de Siria discutió el argumento
de Israel y sostuvo que, aunque la legítima defensa y
la defensa propia seguían siendo prerrogativa exclusiva
de los Estados, la decisión de recurrir a ellos y la ma-
nera de aplicar esa decisión debían poder ser examina-
dos. Afirmó además que el pretexto de la legítima

43 Durante el período que se examina, en dos otros casos
relacionados con la cuestión de Palestina, se señaló a la aten-
ción del Consejo de Seguridad, entre otras cosas, la cuestión
de si la acción de Israel que se examinaba podía considerarse
como un acto de legítima defensa. La cuestión se planteó en
relación con las decisiones de 9 de abril de 1962 y 3 de agosto
de 1966. En ambos casos se señaló que la acción armada con
carácter de represalia no podía considerarse como ejercicio del
derecho de legítima defensa. Véase, C S, 17<? año: 1003a. ses.
Rumania, párr. 57; Reino Unido, párrs. 31 y 32; 1005a. ses.
Estados Unidos, párrs. 26, 27 y 29. CS, 21? año, 1291a. ses.
Reino Unido, párr. 24; 1292a. ses.: Argentina, párr. 94; Bul-
garia, párrs. 27 y 28; Malí, párr. 5; 1293a. ses.: Países Bajos,
párrs. 8 y 9; Uruguay, párr. 47; 1294a. ses.: Presidente
(Uganda), párr. 5. Véanse las descripciones respectivas de los
casos en el presente Suplemento, Artículo 2 (párrafo 4), párrs.
110a 129.

defensa aducido por Israel constituía un abuso de
derecho.

26. Durante la discusión se señaló que la acción aérea
de Israel no podía justificarse por el principio de legí-
tima defensa, ya que no se había producido ningún ata-
que contra el territorio de Israel. El representante de
Israel rechazó como fuera de lugar la utilización del
término "represalias" en relación con el incidente que
se examinaba44.

27. En la 1169a. ses., celebrada el 8 de diciembre de
1964, se presentó al Consejo de Seguridad un proyecto
de resolución45 por el cual, entre otras cosas, se habría
condenado la acción aérea emprendida por Israel como
incompatible con las obligaciones que incumbían a las
partes en virtud del Acuerdo de Armisticio General y
contraria a la Carta de las Naciones Unidas y se habría
expresado "la censura más severa con motivo de tal
acción que puede poner en peligro la paz en esa
región".

28. En la 1179a. ses., celebrada el 17 de diciembre
de 1964, se sometió a votación el proyecto de resolu-
ción que no fue aprobado. Hubo 3 votos a favor, nin-
guno en contra y 8 abstenciones46.

44 Véanse las intervenciones pertinentes en CS, 19? año,
1162a. ses.: Marruecos, 92; Israel, párrs. 59 y 101. 1164a. ses.:
Siria, párrs. 117 y 120. 1166a. ses.: Checoslovaquia, párr. 20:

45 CS, 19<? año, 1169a. ses.: Marruecos, párr. 11. Véase
también C S, 19"? año, Supl. de oct., nov. y die., S/6085/
Rev.l.

46 CS, 19<? año, 1179a. ses., párr. 28.
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